
Apuntes sobre el alquiler de viviendas para uso turístico una nueva vuelta de 
tuerca Ley Orgánica 1/2025 

El Tribunal Supremo ha venido considerando que tanto la legislación administrativa 
estatal, como la autonómica y municipal, califican como actividad económica la de 
alquiler de las viviendas que se ofrezcan o comercialicen como alojamiento por 
motivos turísticos o vacacionales, y que son cedidas temporalmente por la persona 
propietaria, explotadora o gestora y comercializadas directamente por ella misma o 
indirectamente, a terceros, de forma reiterada o habitual y a cambio de 
contraprestación económica, y ello permite concluir que el alquiler de viviendas para 
uso turístico puede considerarse incluido en una prohibición estatutaria que impida el 
ejercicio de actividades económicas en los pisos o viviendas, en el sentido de tratarse 
de actividades que implican usos distintos del de vivienda y en los que concurre un 
componente comercial, profesional o empresarial. 

El derecho a la propiedad privada constituye un derecho constitucionalmente 
reconocido (artículo 33 CE), concebido ampliamente en nuestro ordenamiento jurídico, 
sin más limitaciones que las establecidas legal o convencionalmente que, en todo 
caso, deben ser interpretadas de un modo restrictivo. No obstante, en el ámbito de la 
propiedad horizontal, se considera posible y aceptable establecer limitaciones o 
prohibiciones a la propiedad, que atienden a la protección del interés general de la 
comunidad. Dentro de estas limitaciones se encuentra la prohibición de realizar 
determinadas actividades o el cambio de uso del inmueble, pero para su efectividad 
deben constar de manera expresa y, para poder tener eficacia frente a terceros, deben 
aparecer inscritas en el Registro de la Propiedad, pero la mera descripción del 
inmueble no supone una limitación del uso o de las facultades dominicales, sino que la 
eficacia de una prohibición de esta naturaleza exige de una estipulación clara y precisa 
que la establezca. Los copropietarios no pueden verse privados de la utilización de su 
derecho a la propiedad como consideren más adecuado, a no ser que este uso no 
esté legalmente prohibido o que el cambio de destino aparezca expresamente limitado 
por el régimen de dicha propiedad horizontal, su título constitutivo o su regulación 
estatutaria (las limitaciones o prohibiciones referidas a la alteración del uso de un 
inmueble en el ámbito de la propiedad horizontal exigen, para que sean eficaces, que 
consten de manera expresa y siempre con carácter restrictivo). 

La Real Academia de la Lengua, nos indica que «limitar» no solo significa «poner 
límites a algo», sino también, «fijar la extensión que pueden tener la autoridad o los 
derechos y facultades de alguien». Es decir, la posibilidad de limitación conferida 
legalmente a las comunidades de propietarios de limitar la actividad de pisos turísticos 
en el inmueble puede suponer también su completa prohibición, que sería el máximo 
del límite. 

Los presupuestos del art. 17.12 LPH, operan como excepción al régimen de la 
unanimidad, las restricciones legales o estatutarias al derecho de goce de los pisos en 
comunidades de vecinos no son, por sí mismas, contrarias al art. 33 CE, siempre que 
obedezcan a la función social de la propiedad privada. Y dentro de esta función social, 
es una aspiración legítima de una comunidad de propietarios la evitación de 
potenciales molestias para el resto de los vecinos (art. 7.2 LPH) y de posibles 
conflictos de convivencia entre los propietarios y los indeterminados y ocasionales 
usuarios de uno o varios de los departamentos. 

Finalmente, la ley Orgánica 1/2025, recoge la jurisprudencia dictada y establece el 
propietario que desee declarar su domicilio como vivienda turística deberá contar con 
el voto favorable de tres quintas partes de los propietarios. De igual forma en cuanto a 
las cuotas se declara que en el mismo porcentaje los propietarios podrán decretar 



un incremento en la participación de los gastos comunes de la vivienda (modificación 
de la cuota, mientras el destino a uso turístico se mantenga), con un límite - 
incremento superior al 20% -, de la cuota, con el objetivo de poder minimizar los 
gastos que genera la actividad turística en los edificios. 
 
Este cambio en la ley de propiedad horizontal española no tiene efecto en Catalunya, 
donde estas cuestiones se regulan con una normativa propia a partir del Código Civil 
catalán. 
 
 
 
 
 
 
           Salvo mejor opinión 
 


